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 “EL PROCESO DE INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS: ANTECEDENTES, ACTUALIDAD Y PROYECCIONES DE FUTURO.

EL CASO ESPAÑOL”

Por Ana Cirera, Laura Porrini y José Luis Osuna
Expone: Laura Porrini –lauraporrini@hotmail.com-
Nota preliminar

En esta presentación se analiza el proceso a través del cual se legitima un marco normativo adecuado para el desarrollo de la función de la evaluación de políticas públicas, a partir de la estructuración de espacios e instancias en las Administraciones a las que encargar tal función. Se presenta, a modo de ejemplo, el caso español; siendo el objetivo último explorar los factores del entorno que aceleraron el proceso y analizar las respuestas institucionales a tales factores de cambio.  

Introducción

La Administración Pública española ha estado sometida, especialmente en las últimas dos décadas, a importantes presiones de cambio y modernización. Estas presiones provinieron, en mayor medida, de dos ámbitos diferenciados: por un lado, desde “arriba”, a través de los requerimientos implícitos en la supranacionalidad, pues el complejo entramado de gobierno de la Unión Europea exige administraciones eficientes, capaces de responder a sus demandas con celeridad. 

Por otro lado, desde “abajo”, en tanto la descentralización interna del estado español, materializada en el sistema de comunidades autónomas, también ha requerido la constante renovación de la Administración Pública.

Esta doble presión se ha visto acentuada por la existencia de ciudadanos cada vez más informados, que conocen sus derechos y están dispuestos a hacerlos respetar. En este esquema, las solicitudes/exigencias de información respecto del uso de los recursos públicos han dejado de ser demandas aisladas para convertirse en requerimientos sistemáticos y masivos.

Estos tres factores, entre otros, han puesto de manifiesto la necesidad de contar con mecanismos que permitan adaptar la Administración Pública a las demandas de las instituciones y de la sociedad en la que está inserta; promoviendo la articulación de políticas públicas eficaces, eficientes y transparentes, tanto desde el punto de vista de su contenido y resultados como del proceso que les dio lugar.

La evaluación de políticas públicas aparece como una herramienta al servicio de estas nuevas demandas, no sólo porque pone a disposición de la ciudadanía información sobre el uso de sus recursos, sino también porque informa a los gestores de las políticas acerca de las necesidades reales de cada sector de la población, posibilitando la formulación de medidas centradas en demandas concretas, con su consecuente impacto en los niveles de legitimidad del equipo de gobierno a cargo.

Presiones modernizadoras

El proceso de transición política de la dictadura a la democracia no supuso una profunda renovación de la Administración Pública española. Como se mencionó anteriormente, en los últimos quince años, y sin haberse consolidado el cambio hacia un sistema económico y político moderno y eficiente, los ritmos de transformación de la Administración Pública española se contextualizaron en dos ejes:

· A escala nacional, el sistema de descentralización política y administrativa puesto en marcha con la creación de las comunidades autónomas.

· A escala internacional, alcanzar los niveles de convergencia y competitividad que exige la UE. 

Estas dos dimensiones espaciales determinan las posibilidades de actuación pública. Por un lado, la organización territorial española que supone el diseño orgánico/funcional de las instituciones regionales, traspaso de competencias y coordinación entre los diferentes entes territoriales con facultades administrativas y gestoras. Por otro, la integración del territorio en el espacio europeo que le es propio y que tiene capacidad suficiente para formular, aplicar y gestionar políticas tanto sectoriales como horizontales.

Todo ello hace que el papel de las Administraciones Públicas y su exigible coordinación se vuelva más complejo, y la reorganización administrativa se manifieste como inexcusable exigencia de reorganización para garantizar la participación efectiva en el proceso de toma de decisiones, y asegurar, así, tanto la capacidad de gestión como la ejecución de las políticas.

En este doble y complejo proceso las Administraciones Públicas españolas han venido funcionando con criterios obsoletos y lejos de las tendencias modernas que implican la eficacia y eficiencia de la gestión pública.

La estricta disciplina en el gasto que exige el criterio de estabilidad en el ciclo económico, la coordinación interadministrativa que requiere el complejo entramado supranacional (Unión Europea), el no menos conflictivo entramado nacional (Estado de las autonomías), las mayores exigencias de transparencia de la ciudadanía y las presiones ejercidas por los organismos internacionales de crédito en cuanto a la obligatoriedad de la valoración de los programas implementados con fondos por ellos administrados, así como el carácter profesional que debe caracterizar al empleo en la carrera administrativa, ponen de manifiesto que estamos ante la necesidad de un plan detallado y coherente de objetivos, instrumentos y medidas para la reforma de la Administración Pública que, combinando su carácter estructural y funcional, permita el control social con el rigor que requiere una sociedad moderna.

Una nueva Administración Pública

Se parte de la consideración que esta reforma o renovación consiste, entre otras cosas, en aspirar a una Administración Pública que funcione mejor y que cueste menos; lo que se logrará a partir de dos premisas fundamentales:

1. Racionalizar la burocracia comenzando por el proceso presupuestario, descentralizando la política de personal, simplificando el procedimiento de compras con unos principios rectores de aplicación libre por los departamentos, y mejorando la gestión mediante la difusión de una "cultura de calidad".

2. El servicio al ciudadano es lo prioritario. Hay que conocer su opinión, dar publicidad a los objetivos de calidad propuestos y a los resultados en cada mandato, e implantar técnicas alternativas de resolución de conflictos.

El cambio de modelo de acumulación que viene dándose en los últimos quince o veinte años impulsado por la vertiginosa implantación de las tecnologías de la información y la comunicación, y por la conformación de una nueva ecuación de productividad en función de las variables "conocimiento" e "información", lleva aparejado profundos cambios que gozan de un amplio consenso en el pensamiento social y económico mundial, y que pasan ineludiblemente por la modernización de las Administraciones Públicas.

Pero la modernización de "lo público", requiere una posición más activa de la Administración frente a los ciudadanos y a sus necesidades que sólo puede darse con una mayor participación de éstos en el establecimiento de políticas estratégicas y medidas organizativas y de personal.

Es opinión ampliamente compartida que las políticas públicas son el instrumental del que disponen las autoridades económicas para regular el funcionamiento del sistema económico en su conjunto y, así, emplearlas en la búsqueda de soluciones alternativas hasta alcanzar la combinación más adecuada de mercado y Estado compatible con las condiciones objetivas, subjetivas e institucionales de cada organización social.

Además, el nuevo Estado (así entendido) debe ser eficiente y transparente. La transparencia democrática debe conseguirse mediante la mejora de la planificación económica, y esto se alcanza estableciendo la evaluación como instrumento de la misma, aceptado por los agentes políticos económicos y sociales; que se debe hacer efectiva con la incardinación de la sociedad civil en las actuaciones públicas.
El proceso de creación de la Agencia Estatal de Evaluación ha sido un buen ejemplo de ello. La participación activa de los representantes de la Sociedad Española de Evaluación lo confirma; primero, con su presencia en el Comité de Expertos que elaboró el informe para el Ministerio de Administraciones Públicas estableciendo la misión, objetivos y funciones de la Agencia, y, después, con la representación de los tres miembros del Consejo Rector, que son socios fundadores de la Sociedad
.
El incremento del gasto público y la necesidad de gestionar de una forma más racional los recursos escasos de una sociedad que demanda mejoras constantes en la prestación de bienes y servicios hacen que la evaluación se haya convertido en una herramienta imprescindible al servicio del gestor para mejorar la eficacia y eficiencia de las medidas que se ponen en marcha. Asimismo, la evaluación no sólo es importante por la información que suministra a todos aquellos interesados en conocer los resultados de una política, sino por su efecto de retroalimentación en el proceso de elaboración de políticas y planes públicos, donde sus conclusiones y recomendaciones sirven de base para planificaciones futuras, en un intento de introducir racionalidad en la toma de decisiones.

La evaluación como instrumento para mejorar la eficacia y la eficiencia de las políticas públicas

La evaluación de políticas públicas es un área de investigación que pretende valorar la utilidad y bondad de la intervención pública aplicando un conjunto de técnicas propias de las ciencias sociales.

El desarrollo de esta disciplina está motivado por la constante preocupación por determinar cuál debe ser el papel del sector público en la sociedad; cobrando fuerza a finales de los años ochenta ante la confrontación entre el deseo de generalizar el Estado del Bienestar y la aparición de los déficit vía incremento del gasto público.

La tendencia general a identificar la evaluación con el análisis de los resultados e impactos de las políticas o programas públicos resulta demasiado restrictiva y fragmentaria, puesto que el alcance de la evaluación es mucho mayor. Así, frente al esquema tradicional lineal que la considera la última fase del proceso de planificación, centrada exclusivamente en la valoración de los resultados de los programas ya aplicados, la perspectiva holística, integradora, la incluye en todas sus etapas: desde la fase de detección de problemas y necesidades hasta la de ejecución y puesta en marcha de la política, con independencia del momento en que se realice.

Entendida de esta forma, la evaluación permite a los responsables de las actuaciones públicas incorporar las lecciones de la experiencia en su quehacer diario, contribuyendo de este modo a mejorar la elaboración de estrategias. Así, la evaluación no sólo es importante por la información que suministra a todos aquellos interesados en conocer los resultados de las actuaciones puestas en marcha, sino por su efecto de retroalimentación en el proceso de elaboración de leyes, planes y programas de reforma y modernización, donde sus conclusiones y recomendaciones sirven de base para planificaciones futuras, en un intento de racionalizar la toma de decisiones. A la luz de los resultados de las evaluaciones, si se considera necesario, se pueden ir introduciendo mejoras para conseguir los fines propuestos o, incluso, modificar los objetivos para adaptarlos al contexto socioeconómico. Adicionalmente, la información que se genera en la etapa de evaluación prepara el terreno para la concertación de los agentes socioeconómicos y grupos de interés implicados, favoreciendo el intercambio de opiniones a fin de introducir las modificaciones que demande la realidad.

La evaluación debe incorporarse, por tanto, desde el primer momento de la planificación, tratando de examinar, de un modo sistemático, la idoneidad de la lógica y de las relaciones de causalidad entre las actividades programadas, objetivos y fines, y la adecuación de los sistemas articulados para la ejecución de la política.

Uno de los grandes retos de las ciencias sociales en el momento actual consiste en redefinir la intervención pública en las sociedades maduras, participativas y democráticas. Esto hace que la legitimación de la intervención pública pase ineludiblemente por garantizar la transparencia en la gestión y ejecución de sus actuaciones, y no exclusivamente en el cumplimiento de la legalidad y la regulación social a través de las normas. Eficiencia y eficacia, junto con transparencia en la gestión, se convierten así en las expresiones más inequívocas de la nueva intervención del Estado en la economía, donde la utilización de las técnicas de evaluación juega un papel trascendental, especialmente en un contexto caracterizado por:

· La modernización de la Administración Pública y toma de conciencia por parte de la sociedad de sus derechos a conocer en qué se gasta su dinero y qué mejoras sociales se derivan de dicho gasto.

· La descentralización político-administrativa y la consecuente multiplicidad de organismos territoriales con crecientes competencias, lo que exige un control de la actividad pública que evite repeticiones, duplicaciones y despilfarro de recursos.

· La necesidad de controlar el déficit público y, por consiguiente, de justificar la eficiencia de las medidas aplicadas.

Por tanto, el objetivo último de la evaluación es, en este sentido, proporcionar las herramientas necesarias para reformar la gestión pública hacia formas más eficaces y eficientes en una sociedad democrática que exige transparencia en la gestión de los recursos públicos, sobre todo en áreas de especial relevancia política, social y económica.

La evaluación en las reformas administrativas en España

Todo lo anteriormente expuesto hace imprescindible, a nuestro entender, situar la evaluación en el centro del debate para la ineludible reforma administrativa. La búsqueda de técnicas y metodologías que hagan posible introducir racionalidad en la valoración de los resultados conseguidos y en la estimación de los efectos de los procesos de modernización y reforma de la Administración Pública se ha convertido en las últimas décadas en la principal preocupación de los analistas de políticas públicas.

En los últimos años, la Administración Pública española se ha enfrentado a una escasa implantación de la evaluación en la elaboración, gestión, ejecución y valoración de los programas de reforma llevados a cabo. Las tareas de control de han basado en auditorías y controles de legalidad y regularidad que tratan de verificar si los recursos se han utilizado correctamente y conforme a las normas públicas, pero no valoran la eficacia ni los efectos de la actuación pública. En la mayoría de las ocasiones son auditorías financieras que no incorporan el análisis de la ejecución física de las actuaciones ni de sus resultados.

En este sentido, no sólo es necesario que se acometa una verdadera reforma de la Administración Pública, con orientaciones a largo plazo lo suficientemente flexibles como para adaptar las metas y objetivos al contexto cambiante, sino que se evalúen sus repercusiones buscando una mayor utilización de los resultados. Para ello es imprescindible motivar e implicar a los interesados en la evaluación de sus actuaciones, centrando el análisis en aquellos problemas y necesidades de información más relevantes y en los procesos de gestión y organización internos.

En este necesario proceso de incorporación de la evaluación en la reforma de la Administración juegan un papel fundamental los conocimientos y habilidades para la aplicación y desarrollo de las técnicas evaluativas, por lo que se torna fundamental avanzar en su perfeccionamiento.

La toma de conciencia sobre estas realidades sentó las bases para la creación de un organismo estatal que fomente esta cultura evaluadora y que integre y coordine a todas aquellas instituciones evaluadoras existentes en España, ayudando a conformar un Sistema Español de Evaluación. A este nuevo organismo, planteado en la forma de una Agencia Estatal de Evaluación,  pueden adherir todos los organismos autonómicos de evaluación, así como todas las instancias evaluadoras sectoriales; dando paso, de esta forma, a la institucionalización de la evaluación en España
.  

A continuación, se perfilan las principales características y funciones de la reciente Agencia Estatal de Evaluación.

La Agencia Estatal de Evaluación de Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios

Proceso de creación

La Agencia es un organismo público de los regulados por la Ley 28/2006 de Agencias Estatales para la mejora de los servicios públicos; constituyendo la primera de las establecidas por dicha ley, en línea con los principios de gobernanza de la Unión Europea: responsabilidad, eficiencia y participación. 

Una comisión de expertos formada por académicos y profesionales de diferentes disciplinas (economía, sociología, ciencias políticas, derecho y comunicación) ayudó a preparar el camino a través de un informe emitido en el mes de octubre de 2004, sobre la experiencia internacional, el diagnóstico de la evaluación de los servicios públicos en España y las propuestas metodológicas e institucionales para su creación.

La Agencia, como instrumento al servicio del buen gobierno, tiene como propósito contribuir a: 

· Mejorar los servicios públicos y el conocimiento de los efectos en la sociedad de las políticas y programas públicos.

· Promover una mayor racionalidad del gasto público y la optimización en el uso de los recursos. 

· Favorecer la productividad y competitividad de la economía española, eliminando trabas burocráticas. 

· Aumentar la rendición de cuentas respecto a los ciudadanos y la calidad democrática, promoviendo la transparencia y la participación. 

En concreto, la Agencia debe cubrir el déficit de cultura evaluadora en el seno de la Administración, de manera efectiva y operativa, fomentando la creación de un sistema estatal de evaluación de la acción de los poderes públicos. En este sentido, el desarrollo efectivo y el éxito de la misión de la Agencia pueden ser radicalmente incompatibles con un planteamiento de obligatoriedad o percepción de control, y aun a riesgo de una progresión más lenta, su consistencia a largo plazo tiene como requisito la voluntariedad y la implicación libremente decidida.

Funciones de la Agencia

1- Fomentar la cultura de la evaluación. Para ello se proponen las siguientes actividades:

· Divulgación de las mejores prácticas.

· Formación a técnicos y gestores en materia de evaluación. 

· Documentación, donde se recojan, a modo de biblioteca virtual, las metodologías, las mejores prácticas, evaluaciones realizadas, etc. 

2- Elaboración de directrices y recomendaciones metodológicas de seguimiento y evaluación. La actividad de la Agencia se centrará, sobre todo, en proporcionar a otras instituciones, públicas y privadas, metodologías, principios, guías, protocolos, asesoramiento y estándares que les faciliten la ejecución de las evaluaciones.
3- Análisis de evaluaciones y metaevaluación. El objetivo es valorar los sistemas de evaluación y las evaluaciones realizadas por otros organismos públicos e informar sobre ellas a la ciudadanía, al Gobierno y a las instituciones del Estado. Estas actividades incluyen: 

· El análisis de la estructura institucional de la evaluación (análisis de la demanda y de la oferta). 

· El examen de la calidad de las evaluaciones y consistencias metodológicas.

· El análisis de los resultados, impactos y utilización de las evaluaciones. El problema claramente reconocido en el campo de la evaluación es el bajo nivel de utilización de los resultados de los trabajos de evaluación. En este sentido, a pesar del desarrollo metodológico producido hasta el momento, no se observa una relación causa-efecto entre las lecciones aprendidas a partir de las evaluaciones ya realizadas y la posterior formulación de nuevas políticas o programas públicos. 

4- Acción institucional. El objetivo fundamental, en este sentido, es coordinar la actividad evaluadora en la Administración Pública española realizada por las unidades de evaluación o departamentos concretos encuadrados en la estructura orgánica de ministerios sectoriales. Así, la Agencia puede realizar las siguientes actividades:

· Coordinación y comunicación entre instituciones públicas con funciones de evaluación. 

· Asistencia técnica. 

· Representación en organismos y foros nacionales e internacionales.

5- Realizar evaluaciones propias. Se trata de evaluaciones selectivas y con carácter excepcional de aquellas políticas públicas que por su complejidad, carácter innovador o importancia estratégica requieran de una evaluación fuera del ámbito competencial o que escapen de la capacidad de otros organismos evaluadores. 

Conclusiones

La Administración Pública española viene sufriendo, desde hace algunos años, constantes y crecientes presiones modernizadoras, sintiéndose cada vez con más fuerza la necesidad de contar con instrumentos que permitan adaptar el aparato estatal a las demandas cambiantes de la sociedad en la que está inserta. La globalización (con su consecuente impacto en el incremento del volumen de información y exigencias por parte de los ciudadanos) y la descentralización del Estado (hacia arriba y hacia abajo) imponen una justificación precisa de las intervenciones públicas, reinstalando a la evaluación en el centro de la gestión pública como herramienta de control, legitimación, racionalización y planificación.

Los cambios acontecidos en el contexto europeo, con sus consecuentes correlatos a nivel intraestatal, han dotado de un nuevo significado a los conceptos de eficacia, eficiencia y transparencia; dejando de ser un valor agregado a las políticas públicas para convertirse en condicionantes de la supervivencia y continuidad de los gobiernos de turno.

Acaba de comenzar un siglo nuevo y todo parece indicar que la dieta de adelgazamiento a la que el Estado fue sometido en los últimos años ha ido demasiado lejos. Las crisis financieras y bursátiles, la persistencia del desempleo, los desequilibrios en la distribución de la renta, la disminución de la cohesión, los éxodos migratorios, los conflictos sociales, la agresión al medio ambiente, etc., prueban que la alternativa al mal-Estado no es el no-Estado. Lo que necesitamos es un Estado que sea cada vez más eficiente y cada vez más transparente; capaz de adaptarse y responder a demandas y requerimientos cambiantes.
El Estado no puede seguir ajeno a las necesidades de los ciudadanos que representa y, para ello, se debe comenzar por conocer las realidades de aquellos que le dieron lugar. Este diálogo actualizado entre la Administración Pública y los ciudadanos sólo será posible si se realiza sobre la base de un proceso continuo y sistemático de diagnostico-planificación-implementación-evaluación, en el que la experiencia presente informe la planificación futura.

España ya ha tomado conciencia de esta realidad. Ha sido un camino lento y complejo que ha culminado en la articulación de un marco normativo que avala y propicia el desarrollo de la función de evaluación. En este proceso la Administración Pública ha debido reinventarse a si misma en pos de su continuidad, estableciendo nuevos mecanismos de acción que posibiliten la puesta en marcha de políticas y programas eficaces, eficientes y transparentes. Ahora queda esperar que quienes encarnan la función pública sepan capitalizar los nuevos instrumentos puestos a su disposición, haciendo de la evaluación su mejor aliada y comprendiendo que el grado de transparencia, eficiencia y eficacia que la ciudadanía recibe –a través de las políticas públicas implementadas-, vuelve al gobierno en términos de legitimidad. 
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� El Presidente de la SEE, D. Carlos Román, coordina el Consejo Rector de la Agencia.


� Juan Antonio Garde Roca, Director General de Inspección, Evaluación y Calidad de los Servicios, entiende por institucionalización de la evaluación al “proceso político por el que se legitima un marco normativo adecuado para el desarrollo de la función de la evaluación, a partir de la estructuración de espacios e instancias en las Administraciones a las que encargar tal función…” (Garde Roca, “La evaluación de políticas públicas y su institucionalización en España, julio de 2006). 
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